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           San Luis Potosí, S.L.P., a 3 tres de agosto de 2020 dos mil veinte.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 1057/2019-3, promovido por ********** contra actos de la Dirección General de Pensiones del Estado y Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado; y,

R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante acuerdo de diez de octubre de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de la Dirección General de Pensiones del Estado, y Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, por la nulidad del siguiente acto: “Lo determinado por la Dirección General de Pensiones del Estado y la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado, en la sesión ordinaria de fecha 24 de enero del 2019, que obra en oficio sin número de fecha 28 de febrero del 2019 que determina como parcialmente procedente mi solicitud de fecha 18 de agosto del 2018”; manifestando que tuvo conocimiento del acto impugnado, el día treinta de agosto del dos mil diecinueve; se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su derecho conviniera. Con auto de cinco de noviembre de dos mil diecinueve, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda y se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifieste lo que a su derecho convenga; se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La que se verificó el veintiocho de noviembre de dos mil diecinueve, con asistencia del autorizado de la parte actora y de la delegada de parte demandada; se hizo relación de constancias; en período de pruebas se tuvieron por desahogadas las documentales aportadas por las partes, dada su propia naturaleza; en período de alegatos, se dio cuenta de los formulados por la parte actora, certificándose que no se formularon por la autoridad demandada; y se citó para resolver. Por auto de catorce de febrero de dos mil veinte, para efectos de mejor proveer el presente asunto, se ordenó girar oficios a la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado; la Dirección General de Pensiones del Estado; al Presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; y, al Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; requiriéndoseles para que rindieran informes a esta Sala Unitaria. Por proveído de seis de marzo de dos mil veinte, se tuvieron por recibidos los informes rendidos por las mencionadas autoridades, y se pusieron a la vista de las partes para que manifestaran lo que a su derecho convenga. Con auto del nueve de julio de dos mil veinte, se tuvo a las partes por desahogando la vista; y nuevamente se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia administrativa, suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico con el oficio de fecha 28 de febrero del 2019, emitido por el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí, con el cual notifica al actor el acuerdo dictado por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado en sesión ordinaria del 24 de enero de 2019; que constituye el acto impugnado, visible en fojas 15 a 18 de este expediente.
La personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra acreditada en este Tribunal, pues el Director General de Pensiones del Estado acompañó copia certificada de su nombramiento, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado; y a las licenciadas ********** y ********** se les tuvo por acreditado su carácter de Apoderadas Generales de la Dirección de Pensiones del Estado, con la copia certificada del poder otorgado a su favor, no objetado ni cuestionado por la parte actora; documentos visibles en fojas 75 a 83 de este expediente.

Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatarios públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de lo determinado en el acuerdo dictado por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado en la sesión ordinaria de fecha 24 de enero de 2019, contenido en oficio sin número de fecha 28 de febrero del 2019, que determina como parcialmente procedente la solicitud del actor de fecha 18 de agosto del 2018; documento exhibido por el actor, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 5 a 11 de este sumario; argumentos que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”
QUINTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”
En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas hacen valer las excepciones de falta de acción y de derecho, señalando que el oficio que constituye el acto impugnado no se encuentra afectado de nulidad, pues la pensión que se paga al actor es correcta; a ese respecto cabe señalar que dichas argumentaciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, por lo que serán estudiados al resolver sobre la legalidad o ilegalidad del acto impugnado en este juicio.

Sirve de apoyo, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia que, aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible conforme a lo siguiente: Registro: 187973, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dispone: 
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse. ...”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.
SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de fondo de los Conceptos de Impugnación que hace valer la parte actora, considerando para ello que el escrito de demanda constituye un todo y su análisis no sólo debe atender a su apartado de conceptos de anulación, sino a cualquier parte del mismo donde se advierta la exposición de motivos esenciales de la causa de pedir, con la finalidad de resolver la pretensión efectivamente planteada; pues el hecho de que las sentencias de este Tribunal se funden en derecho y resuelvan sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, implica el estudio de ésta en su integridad y no en razón de uno de sus componentes.
En esa tesitura, se advierte que los conceptos de impugnación están contenidos en los apartados de Pretensión que se deduce en juicio y Conceptos de Impugnación, por lo que se analizan en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en cuanto a las violaciones que alude a su derecho de seguridad social, así como la indebida fundamentación y motivación del acto reclamado, asimismo se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho, por analogía, la Tesis Jurisprudencial del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, Época: Décima Época, Registro: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región) 2o. J/5 (10a.). 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. ...”

Pretensión que se deduce en juicio y Conceptos de Impugnación, que en la parte medular refieren:
“13. La pretensión que se deduce en juicio;”
“14. Se pretende la actualización, cálculo de incrementos, el pago correcto y aumento de la pensión jubilatoria de manera proporcional al 100% del salario base, que ordenaba el numeral 8 de la Ley de Justicia Administrativa – Ley con la que fui nombrado como magistrado y con la misma se me jubiló - …” 
“15. Además de nulificar, dejando sin efectos legales, por falta de legalidad, fundamentación, seguridad jurídica, seguridad social y violaciones a los principios pro persona y pro homine, así como constante violación a los derechos humanos a la seguridad social, en específico a la protección de la jubilación y la vejez…” 
“16. Toda vez que no se reconoce con que ley se aplicaba el sueldo para un Magistrado y que el nombramiento que me fue otorgado como Magistrado señalaba en su Ley de Justicia Administrativa… De modo que el salario por el cual se debe considerar para la pensión es el similar al Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, categoría semejante a la de Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, la cual es con la que me jubilé…” 

“20. La expresión de los conceptos de impugnación”
“21. I. Es causa del presente, el hecho de que sin fundamento, motivación legal y jurídica alguna, así como la constante violación al principio pro persona y pro homine y a los derechos humanos de seguridad social, en específico la protección de la jubilación y vejez.... la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado y Dirección de Pensiones del Estado, desconocen que la pensión jubilatoria que se me otorgó con categoría de Magistrado Presidente del Tribunal de Lo Contencioso Administrativo nivel 19/04, fue con base en el artículo 8 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, lo que es equiparable al de la percepción mensual máxima bruta del Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de San Luis Potosí,.. que regulaba la determinación de los emolumentos y prestaciones que se tenía derecho como integrante del Tribunal de Lo Contencioso Administrativo.”
“...23. ...atendiendo a que el suscrito al momento del nombramiento como magistrado y al decretarse la pensión la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, era la determinante para señalar las cantidades de emolumentos y prestaciones que se tenía derecho y con base en esto se acudía al tabulador del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, en el cual es el que debió analizarse para determinar el sueldo base para cubrir la pensión y no la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del año 2017 en su mes de abril.”

“24. Por tanto, el argumento de que no existe relación entre el Tribunal de Justicia del Estado y la forma como se pagaba los emolumentos y prestaciones al suscrito que era con base en el artículo 8 de la Ley de Justicia Administrativa... se contrapone con lo que en dicha ley normaba...”
“...27. …la aplicación del principio de progresividad se debe entender que estos deben ser graduales, en el sentido de que sean efectivos la aplicación de los derechos humanos, en la inteligencia de que no se darán en forma inmediata,... lo que conlleva a determinar que si en el momento de la aplicación de la pensión y sus pagos de un Magistrado del Tribunal de Lo Contencioso Administrativo era con base en el artículo 8 de la Ley de Justicia Administrativa... por así ordenarse en la norma no debió de variarse la forma de determinar el pago por estar establecida...”
“29. ...no se cumple con el contenido del en el (sic) artículo 8 de la Ley de Justicia Administrativa... por parte de la autoridad en lo combatido, dado que determina con uno (sic) oficio del 2018 el sueldo base mensual, desconociendo la forma en que se ordenaba pagar a un magistrado antes del año 2017, y con la finalidad de realizar un pago menor desconoce el contenido de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, que para fines de pago de emolumentos y prestaciones es la que se debe aplicar por ser con la que se especificaba el método de pago cuando fui magistrado y al momento de jubilarme. ” 
“30. Consecuentemente, el problema jurídico puesto a resolver es sobre una pensión otorgada con base en emolumentos y percepciones señaladas en la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí vigente hasta el 18 de julio de 2017, esto porque en el año 2011 fue otorgada la pensión a mi favor como Magistrado Presidente del Tribunal de Lo Contencioso Administrativo...” 
“... 37. En conclusión, la pensión otorgada a mi favor que es del año 2011, por derecho adquirido, para determinar los emolumentos y presentaciones de un Magistrado Presidente del Tribunal de Lo Contencioso Administrativo nivel 19/04, su aplicación es en el contenido (sic) Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, por tener el derecho creado en ese año y era la ley aplicable con la cual debe continuarse utilizando para determinar el sueldo base de mi jubilación.”

“38. De lo cual, al ser ese derecho adquirido la modificación realizada en el 2017, no afecta a lo adquirido cuando se me otorgó la pensión, esto porque el sueldo determinado Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y el oficio del director de administración y finanzas, es en detrimento que viola los derechos adquiridos, por lo que al estar evidenciado que el derecho adquirido debe de respetarse dado que se cumplen las hipótesis de la teoría de los derechos adquiridos por haberse generado dicho derecho en el 2011 y en dicho año estaba vigente la Ley de Justicia Administrativa del Estado.... que ordenaba la forma de emolumentos y prestaciones de un magistrado lo peticionado ante la autoridad demandada fue correcto.”
Del estudio y análisis de los conceptos de impugnación citados, esta Sala Unitaria determina que resultan fundados pero inoperantes en una parte, e infundados en otra, de acuerdo a lo siguiente:
Ello es así, pues del contenido de la demanda se advierte que el actor se duele de indebida fundamentación y motivación del acto impugnado, violación a los principios pro persona, pro homine y a los derechos humanos de seguridad social.

Previo a sustentar dicha determinación, conviene reseñar que el accionante refiere que lo que pretende, es la actualización, cálculo de incrementos, pago correcto y aumento de la pensión jubilatoria que le fue otorgada en el mes de junio de 2011, con la categoría que desempeñaba como Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, nivel 19/04; señalando que el sueldo base que se debe considerar para el pago de su pensión, es el similar al de Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, en razón de que al momento de su nombramiento como Magistrado y al decretarse su pensión, estaba vigente la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, la cual en su artículo 8 establecía que los magistrados, funcionarios y personal del Tribunal de lo Contencioso Administrativo percibirían iguales emolumentos y prestaciones que los del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; que por ello, la autoridad demandada para determinar el sueldo base para cubrirle su pensión, debió analizar el tabulador del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, pues si en el momento de la aplicación de la pensión como Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sus pagos eran con base en el citado artículo 8 de la Ley justicia Administrativa, no debió de variarse la forma de determinar el pago, por ser un derecho adquirido.
Y que por su parte, las autoridades demandadas al producir su contestación de demanda, señalan que la pensión del actor ya se encuentra correctamente homologada, de conformidad con el artículo 60 fracción II de la Ley de Pensiones vigente, pues se homologó con la percepción que ha venido percibiendo el Magistrado Presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa desde el año 2011 hasta el año 2018; que el acto impugnado está correctamente fundado y motivado, pues como se señaló en el mismo, el Tabulador del Poder Judicial del Estado en que funda su petición, no es aplicable al caso que nos ocupa, pues al actor se paga su pensión conforme al nivel 19/04 correspondiente a la categoría de Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ahora Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; por lo que su petición debe analizarse a la luz del salario base que percibe su homólogo en activo, que es el Magistrado Presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; agregan que los artículos a los que alude el actor de la Ley de Justicia Administrativa se refieren al pago de emolumentos y prestaciones, pero en ningún momento hacen referencia al pago de pensión que es de naturaleza jurídica distinta, pues el pago de las pensiones se rige por la Ley de Pensiones, que en su artículo 60 establece que la pensión se paga conforme al salario base cotizado y los aumentos a la misma se dan de conformidad con los trabajadores en activo, y que el actor jamás cotizó un salario conforme al Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia.
Aducen que el pago de la pensión en los términos que se señalan en el acuerdo impugnado, no vulnera derechos humanos, toda vez que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales cumple con lo estipulado en el convenio Núm. 102, relativo a la Norma Mínima de la Seguridad Social, pues la pensión que se paga al actor es muy superior al porcentaje fijado por la Convención, lo que hace que la pensión no sea inconstitucional ni mucho menos inconvencional.
En ese sentido, en primer término se procede a analizar la fundamentación y motivación del acto impugnado visible en fojas 15 a 18 del sumario, del que se observa, que como fundamentación y motivación se señala lo siguiente:

“PRIMERO: Esta Junta Directiva con fundamento en el artículo 100 fracción V de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver sobre la solicitud presentada...”
“SEGUNDO: Tocante a lo que solicita... es PARCIALMENTE PROCEDENTE, en virtud de lo siguiente:
a) El tabulador del Poder Judicial del Estado en que funda su petición, no le es aplicable al caso que nos ocupa pues su pensión se paga conforme al nivel 19/04 correspondiente a la categoría de Magistrado Presidente del Tribunal Estatal de lo Contencioso Administrativo (ahora Tribunal Estatal de Justicia Administrativa), y es de explorado derecho, que el Tribunal citado, no tiene relación con el Poder Judicial del Estado pues es un organismo jurisdiccional autónomo conforme al artículo 1º de la Ley de Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por lo que su petición debe analizarse a la luz del salario base que percibe su homólogo en activo y que es el nivel 19/04 al que alude en su petición, para verificar si ha sido pagada correctamente.”
…El Magistrado presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, homólogo en activo del solicitante, y que es la categoría con la que se otorgó la pensión, (según el contenido del oficio… suscrito por el Director de Administración y Finanzas del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, del que se desprende que el sueldo base mensual de las personas que se desempeñaban en el puesto de Magistrado Presidente del Tribunal y los tabuladores que se anexan al presente… de los cuales se desprende nombres de los trabajadores, puesto, nivel, categoría sueldo, prestaciones, fecha de nombramiento y autoridad que emite el nombramiento), ha tenido el siguiente salario base, por consiguiente el pago de la pensión del solicitante debe hacerse en los siguientes términos:…”
“TERCERO: De lo anterior, se desprende que la pensión que se pagó al C… en el año 2014, fue correctamente pagada, existiendo diferencias en el año 2015, 2016, 2017, 2018 y 2019 con fundamento en el artículo 83 de la Ley de Pensiones vigente el pago procede a partir del 15 de agosto de 2015, por lo que resulta a su favor la cantidad de…”
De lo que se advierte, que en el acto impugnado se contiene la fundamentación legal relativa a la competencia de la Junta Directiva para conocer y resolver sobre la solicitud presentada por el actor, particularmente, para revisar el monto de las pensiones, efectuar la revisión de las mismas en los términos de esta Ley, vigilar que no se perciba pensión por persona que no tuviere derecho a ella, o cuyo derecho hubiere caducado o prescrito; lo relativo a la autonomía del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que no requiere mayor pronunciamiento; y a la prescripción a favor del fondo de pensiones, en el sentido de que las pensiones caídas, la devolución de descuentos, los intereses y cualquier prestación a cargo de un fondo de pensiones, que no se cobren dentro de los tres años siguientes a la fecha en que hubieren sido exigibles, prescribirán a favor de dicho fondo, a excepción de las disposiciones establecidas en los reglamentos respectivos; preceptos que de ninguna manera son adecuados para fundar y motivar correctamente el acto impugnado en la parte descrita. Por lo que le asiste la razón a la parte actora, en cuanto señala que el acto impugnado carece de la debida fundamentación y motivación, en la parte que se declara parcialmente procedente la solicitud en la que pidió el aumento a su pensión con base a lo que percibe el Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado. 
Lo anterior es así, pues para declarar parcialmente procedente la solicitud, se señala: que el Tabulador del Poder Judicial del Estado no es aplicable al caso que nos ocupa, pues su pensión se paga conforme al nivel 19/04, correspondiente a la categoría de Magistrado Presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que dicho Tribunal no tiene relación con el Poder Judicial del Estado, por ser un organismo jurisdiccional autónomo conforme al artículo 1º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; que por ello, el incremento procede conforme al sueldo base que percibe su homólogo en activo, que es el Magistrado Presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, por ser la categoría con la que se le otorgó la pensión. Sin que el numeral que se menciona establezca lo relativo a los aumentos de las pensiones, específicamente que los incrementos proceden respecto de su homólogo en activo; de ahí que resultan fundados los conceptos de impugnación, solo en la parte que se duele de indebida fundamentación, por no señalarse el fundamento legal en que se apoya para determinar que los aumentos a las pensiones se dan de acuerdo al sueldo que perciben los trabajadores en activo.
No obstante lo fundado de los conceptos de impugnación en estudio, como se adelantó, los mismos son inoperantes, por las siguientes razones:
Si bien es cierto, que el artículo 1º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en que funda su determinación, no establece la forma en que las pensiones serán incrementadas; también lo es, que en ese sentido, el artículo 60 fracción II de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, establece que los incrementos a las pensiones serán en los mismos términos y montos en que se incrementen los salarios base de los trabajadores en activo. Por lo que en consecuencia, los conceptos de impugnación que resultaron fundados se tornan inoperantes para decretar la nulidad del acto impugnado, pues a nada práctico conduciría determinar su nulidad, ya que su consecuencia sería que se emitiera un nuevo acto, debidamente fundado y motivado, reiterando el sentido de lo resuelto en el acto impugnado; en razón de que como se ha señalado, el numeral 60 fracción II de la Ley en cita, establece que los incrementos a las pensiones serán en los mismos términos y montos en que se incrementen los salarios base de los trabajadores en activo, de aquí que lo determinado en ese sentido no cambiaría.
Teniendo aplicación las siguientes tesis de Jurisprudencia: 
La emitida por la otrora Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Séptima Época, Registro: 917642, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 108, Página: 85.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO INOPERANTES. Si del estudio que en el juicio de amparo se hace de un concepto de violación se llega a la conclusión de que es fundado, de acuerdo con las razones de incongruencia por omisión esgrimidas al respecto por el quejoso; pero de ese mismo estudio claramente se desprende que por diversas razones que ven al fondo de la cuestión omitida, ese mismo concepto resulta inepto para resolver el asunto favorablemente a los intereses del quejoso, dicho concepto, aunque fundado, debe declararse inoperante y, por tanto, en aras de la economía procesal, debe desde luego negarse el amparo en vez de concederse para efectos, o sea, para que la responsable, reparando la violación, entre al estudio omitido, toda vez que este proceder a nada práctico conduciría, puesto que reparada aquélla, la propia responsable, y en su caso la Corte por la vía de un nuevo amparo que en su caso y oportunidad se promoviera, tendría que resolver el negocio desfavorablemente a tales intereses del quejoso; y de ahí que no hay para qué esperar dicha nueva ocasión para negar un amparo que desde luego puede y debe ser negado. …”

La emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, Época: Novena Época, Registro: 181186, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Julio de 2004, Materia(s): Común, Tesis: I.3o.C. J/32, Página: 1396.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS PERO INOPERANTES. DEBEN DECLARARSE ASÍ, CUANDO EXISTA SEGURIDAD ABSOLUTA EN CUANTO A LA IRRELEVANCIA DE LA OMISIÓN EN QUE INCURRIÓ LA AUTORIDAD RESPONSABLE Y NO SEA NECESARIO SUSTITUIRSE EN SU ARBITRIO PARA DEFINIR CUESTIONES DE FONDO. Conforme a la jurisprudencia de la Tercera Sala de la anterior integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro es: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO INOPERANTES.", cuando en un juicio de amparo se considere fundado un concepto de violación por razones de incongruencia por omisión, pero a la vez se advierta que tal cuestión no es apta para resolver el asunto en forma favorable a los intereses del quejoso, el concepto aducido, aun cuando sea fundado, debe declararse inoperante, por razones de economía procesal, atendiendo a que a nada práctico conduciría conceder el amparo y protección de la Justicia Federal para el efecto de que se analizara una cuestión innecesaria, dado que el sentido del fondo del asunto seguiría siendo el mismo, en detrimento del principio de economía procesal y la pronta administración de justicia que establece el artículo 17 constitucional. Sobre esas bases, el tribunal de amparo debe pronunciarse respecto de los puntos que no fueron abordados por la autoridad de la instancia, porque de concederse la protección federal para que se subsanen no cambiaría el sentido del acto reclamado. Por tanto, es improcedente esa declaración de inoperancia cuando no existe la seguridad absoluta de la irrelevancia de la omisión en que haya incurrido la autoridad común al ser necesario el ejercicio de su arbitrio jurisdiccional para dilucidar aspectos de fondo, ya sea en valoración de pruebas, apreciación de hechos, interpretación y aplicación de normas o de contratos, porque en estos supuestos invariablemente corresponde a la autoridad ocuparse del análisis de las cuestiones omitidas, pues de lo contrario, la potestad de amparo podría dejar inaudita a una de las partes; de ahí que la determinación de que un concepto de violación es fundado pero inoperante, únicamente es adecuada ante una clara y evidente solución del asunto, pero no cuando se requiere de mayores reflexiones en ejercicio del aludido arbitrio jurisdiccional. …”
Sentado lo anterior, se procede al estudio de los conceptos de impugnación en la parte que señalan que el incremento de la pensión que le fue otorgada debió ser con base en el sueldo que percibe el Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 8 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, pues al momento de su nombramiento como Magistrado y al decretarse su pensión, sus pagos eran con base en el referido numeral; que las autoridades demandadas no debieron variar la forma de determinar el pago, al ser un derecho adquirido; y que por ello, para determinar el sueldo base con que debe cubrirse su pensión, se debió analizar el tabulador del Supremo Tribunal de Justicia del Estado.
Lo que resulta infundado, en razón de lo siguiente:

El pago de las pensiones se rige por la la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, el cual en su artículo 60 establece que la pensión se paga conforme al salario base cotizado y que los aumentos a la misma se dan de conformidad con los trabajadores en activo; de ahí que si al hoy actor le fue otorgada su pensión con la categoría de Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los aumentos a su pensión serán conforme al salario que perciba su homólogo en activo, siendo en el caso que nos ocupa, el Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, hoy Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí. 

Ahora bien, del oficio número ********** de fecha 20 de junio de 2011, se observa que se otorgó al actor una pensión por edad avanzada, en un 75% del sueldo base cotizado, con la categoría de Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, a partir del 1 de mayo de 2011, con fundamento en los artículos 3º, 4º fracción II, 26, 52 fracción I, 61 fracción II, 77 fracciones I y II y 78 de la Ley de Pensiones, visible en foja 19 de este sumario, con valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en el mismo, de conformidad con lo establecido en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado. Sin que en este documento se haga referencia al artículo 8 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, como reiteradamente refiere la parte actora en sus conceptos de impugnación, al señalar que la pensión jubilatoria que se le otorgó fue con base en el citado numeral. 
Si bien es cierto el artículo 8 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, vigente en la fecha en que se decretó la pensión del demandante, establecía que los magistrados, funcionarios y personal del Tribunal de lo Contencioso Administrativo percibirían iguales emolumentos y prestaciones que los del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; también lo es, que en el caso del Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, hoy Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, este supuesto no aconteció en la realidad, al no haberse materializado el pago al Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de los mismos emolumentos y prestaciones que percibía el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; de ahí que lo dispuesto por el artículo 8 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado no se trata de un derecho adquirido, sino de una expectativa de derecho, pues aunque estuviera contenido en la norma, este supuesto jamás se actualizó o materializó, por lo que no ingresó al patrimonio del hoy actor como un derecho legítimamente adquirido, que pudiera ser afectado por una omisión de la demandada o por la aplicación de una norma posterior, como señala la parte actora.
Ello es así, pues para que se genere un derecho adquirido a favor del actor, independientemente de lo que establecía el numeral a que se ha hecho referencia, debe considerarse la situación real en que se ubica, es decir, el sueldo base que realmente se cubrió, conforme al cual se ha cotizado al fondo de pensiones tanto por el hoy actor y demás personas que han ocupado el cargo de Magistrado Presidente en este órgano jurisdiccional, esto es, desde la fecha en que se le otorgó la pensión y con posterioridad a ello, pues de esto dependerán los incrementos que se generen a su pensión; de ahí que el artículo en comento, de ninguna manera le otorga el derecho de percibir su pensión conforme al sueldo que corresponde al Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, sino de acuerdo al sueldo base que realmente percibió y al que perciben sus homólogos en activo, por ser el sueldo base con el que realmente se cotiza a la Dirección de Pensiones, y del cual se aplican los descuentos para el fondo de pensiones.
Cabe destacar que los sueldos de los Magistrados del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, antes Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, se cubren conforme a la plaza que ocupan y al tabulador correspondiente a este Tribunal; por lo que el pago debe ajustarse a la partida presupuestal o presupuesto aprobado para pago de servicios personales, de acuerdo con el nivel y categoría del puesto y nombramiento; pues los montos de los sueldos están sustentados en tabuladores de sueldos para cada puesto, los cuales son autorizados anualmente mediante estudios técnicos que tienen como finalidad revisarlos y actualizarlos, cuya variación anual también está supeditada a la suficiencia presupuestaria correspondiente; por lo que la modificación del monto del sueldo tabular que impacte en el presupuesto de egresos anual autorizado, sólo quedará sustentada en la hipótesis en que se tenga previamente presupuestada y autorizada dicha erogación en el presupuesto de egresos respectivo, pues sería ilógico e imposible, física y materialmente, que se puedan pagar sueldos en una cantidad que no está presupuestada.
En ese sentido, para que se cubriera a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo iguales emolumentos y prestaciones que los del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, era necesario realizar los trámites respectivos para considerarlo en el presupuesto de egresos correspondiente a cada ejercicio fiscal, pues solo así se podía cumplir con el pago en los términos de referencia, sin que en la práctica esto haya acontecido, al no haberse establecido así, ni en los presupuestos de egresos, ni en los tabuladores que aplican al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, estando este Tribunal impedido para establecer compromisos por concepto de servicios personales que no estén previstos en el presupuesto.

En consecuencia, la forma en que se realizaron las cuotas y aportaciones de seguridad social a la Dirección de Pensiones del Estado, respecto de quienes han ocupado el cargo de Magistrado Presidente en este Tribunal, fue y ha sido con base en el sueldo base que perciben y que se encuentra consignado en el tabulador correspondiente al mismo, que como se ha venido señalando, es diferente del que aplica para el Supremo Tribunal de Justicia del Estado.
En esa tesitura, no basta lo que establecía el numeral 8° de la Ley de Justicia Administrativa, para determinar que al actor se le debe pagar su pensión de acuerdo con el sueldo que percibe el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, pues para ello era necesario que se demostrara, que así se venía pagando y se sigue percibiendo por el Magistrado Presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y que con ese sueldo se cotiza a pensiones; lo que nunca aconteció, pues de las constancias que obran en autos no se demuestra que quienes han ocupado ese cargo hayan tenido iguales emolumentos y prestaciones que el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, toda vez que para el pago de sueldos de los Magistrados de este Tribunal, existe un tabulador que es distinto del formulado para los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, de ahí que este último no aplica al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
Lo anterior es así, pues de los documentos consistentes en Tabuladores Generales de Sueldos de Personal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; informes rendidos por la Presidenta de Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado; por el Director de Administración y Finanzas de este Tribunal; y, por el Magistrado Presidente del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; se advierte que en el periodo del año 2011 al año 2019, el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, percibió un sueldo diferente al que percibió el Magistrado Presidente del Tribunal Estatal de lo Contencioso Administrativo, ahora Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. Documentos visibles en fojas 23 a 60, 85, y 115 a 119 de este sumario, con valor probatorio pleno para acreditar lo inserto en ellos, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
Por lo que se concluye, que lo dispuesto por el artículo 8° de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, vigente hasta el 18 de julio de 2017, en el sentido de que los magistrados, funcionarios y personal del Tribunal de lo Contencioso Administrativo percibirán iguales emolumentos y prestaciones que los del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; no se trata de un derecho adquirido por el demandante, al no haber cobrado y cotizado a la Dirección de Pensiones con un sueldo base igual al que recibía el Magistrado Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, sino con el sueldo base tabulado y presupuestado que le correspondía como Magistrado Presidente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, hoy Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; por lo que el reclamo del pago de su pensión conforme a los montos establecidos para el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, es improcedente; toda vez que, el monto de las pensiones debe ir en congruencia con las aportaciones y cuotas que realicen, de acuerdo al sueldo base cotizado, dado que de tales recursos se obtienen los fondos para cubrirlas, y no puede exigirse que al fijar y actualizar el monto de las misma se considere un sueldo base distinto de aquél con el que el trabajador cotizó y con el que siguen cotizando sus homólogos en activo; de ahí lo infundado de sus conceptos de impugnación.
Resulta aplicable por analogía la Jurisprudencia con Registro: 167224, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, Mayo de 2009, Tesis: 2a./J. 41/2009, Página: 240; que dispone: 
PENSIÓN JUBILATORIA DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA COMPENSACIÓN GARANTIZADA INTEGRA LA BASE SALARIAL PARA SU CÁLCULO, CUANDO LA DEPENDENCIA O ENTIDAD CORRESPONDIENTE LA CONSIDERÓ PARA CUBRIR EL MONTO DE LAS CUOTAS Y APORTACIONES EFECTUADAS AL ISSSTE (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007). La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 126/2008, de rubro: "PENSIÓN JUBILATORIA DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. LA BASE SALARIAL PARA SU CÁLCULO SE INTEGRA POR LOS CONCEPTOS DE SUELDO, SOBRESUELDO Y COMPENSACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007).", sostuvo que el sueldo o salario base para el cálculo de la pensión jubilatoria es el consignado en los tabuladores regionales para cada puesto, el cual se integra por los conceptos de sueldo, sobresueldo y compensación, cuya determinación no depende del consenso del patrón-Estado y los trabajadores, ni de la voluntad de aquél, sino de normas presupuestarias no basadas en criterios rígidos. Ahora bien, la circunstancia de que se demuestre que un trabajador percibió el concepto de "compensación garantizada", no es suficiente para considerar que debe formar parte de su sueldo básico para efectos del cálculo de la pensión jubilatoria, sino conocer la forma en que se realizaron las cuotas y aportaciones de seguridad social. Así, cuando la dependencia o entidad correspondiente consideró en aquéllas la referida compensación garantizada, ésta deberá tomarse en cuenta al fijar el monto y alcance de la pensión correspondiente, debiendo existir una correspondencia entre ambas, pues el monto de las pensiones y prestaciones debe ir en congruencia con las referidas aportaciones y cuotas, dado que de tales recursos se obtienen los fondos para cubrirlas. Por tanto, con el propósito de que el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado cumpla cabalmente con los compromisos que le son propios, no puede exigírsele que al fijar el monto de las pensiones considere un sueldo o salario distinto a aquel con el que el trabajador cotizó. …”
[Énfasis añadido]
En tales condiciones, esta Tercera Sala Unitaria no advierte que exista violación a los derechos de seguridad jurídica, seguridad social, y tampoco a los principios pro persona y pro homine, de que se duele el demandante.

Por lo que en esa tesitura, con fundamento en lo ordenado por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; esta Tercera Sala Unitaria determina que lo procedente es decretar la LEGALIDAD Y VALIDEZ de acto impugnado, consistente en lo determinado por la Dirección General de Pensiones del Estado y la Junta Directiva de la Dirección General de Pensiones del Estado, en el acuerdo tomado en la sesión ordinaria de fecha 24 de enero del 2019, contenido en oficio sin número de fecha 28 de febrero del 2019 que determina como parcialmente procedente la solicitud del actor de fecha 18 de agosto del 2018; de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º fracciones I y VIII, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia.
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha en que lo permitieron las cargas de trabajo y derivado de la suspensión de actividades jurisdiccionales decretada por la pandemia del Coronavirus (COVID 19), quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-

	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
